[image: image1.png]



                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 17 de marzo de 2016
DJ-AJ- 670-2016
Señor

MBA. José Luis Bermúdez Obando

Director de Gestión Humana a.i

S.  D.

Estimado señor:

En atención al Oficio N° 4185-UCS-AS-2015 del 03 de noviembre de 2015, en el que solicita a esta Dirección Jurídica, criterio legal en relación con la consulta sobre cuál retribución debe corresponder –Prohibición o Dedicación Exclusiva-, en los casos donde las clases agostas establezcan distintas disciplinas como posibilidad para el ejercicio del puesto en particular, se le remite el siguiente informe.

I. Normativa aplicable:
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333 del 05 de mayo de 1993 (que Reformó Integralmente a la Ley N° 8 del 29 de noviembre de 1937 –aún vigente-):
“ARTICULO 9.- Se prohíbe a todos los funcionarios y empleados del Poder Judicial:

1.- Ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión por la que fueron nombrados, con derecho a recibir por ello, en los casos en que legalmente corresponda, pago por dedicación exclusiva o prohibición, aunque estén con licencia, salvo en los casos de excepción que esta Ley indica. 

[…]

3.- Desempeñar cualquier otro empleo público. Esta prohibición no comprende los casos exceptuados en la ley ni el cargo de profesor en escuelas universitarias, siempre que el Consejo Superior del Poder Judicial así lo autorice y las horas lectivas que deba impartir, en horas laborales, no excedan de cinco por semana”.

“ARTICULO 244.- Aunque sean abogados, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República y de las municipalidades, salvo en sus propios negocios y en los de sus cónyuges, ascendientes o descendientes, hermanos, suegros, yernos y cuñados.

Se exceptúan de la prohibición anterior los servidores del Poder Ejecutivo que presten servicios en los establecimientos oficiales de enseñanza y que no tengan ninguna otra incompatibilidad; lo mismo que los servidores judiciales interinos o suplentes, siempre que ese interinato no exceda de tres meses; los fiscales específicos; los munícipes y apoderados municipales; el Director de la Revista Judicial; los defensores públicos de medio tiempo y los que sean retribuidos por el sistema de honorarios y, en general, todos los servidores que no devenguen sueldo sino dietas”. 

(Los resaltamientos en negrita no pertenecen al texto original).

Ley de compensación por pago de Prohibición N° 5867, del 15 de diciembre de 1975:

*Artículo 1.- Para el personal de la Administración Tributaria que, en razón de sus cargos, se encuentre sujeto a la prohibición contenida en el artículo 118 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, excepto para los miembros del Tribunal Fiscal Administrativo, se establece la siguiente compensación económica sobre el salario base de la escala de sueldos de la Ley de Salarios de la Administración Pública:

 

a) Un sesenta y cinco por ciento (65%) para los profesionales en el nivel de licenciatura u otro grado académico superior.

b) Un cuarenta y cinco por ciento (45%) para los egresados de programas de licenciatura o maestría. 

c) Un treinta por ciento (30%) para quienes sean bachilleres universitarios o hayan aprobado el cuarto año de la respectiva carrera universitaria.

d) Un veinticinco por ciento (25%) para quienes hayan aprobado el tercer año universitario o cuenten con una preparación equivalente.

En todos los casos, dentro de la disciplina antes citada. 

Tendrán derecho a los beneficios otorgados por este artículo, según los porcentajes establecidos, sujetos a las mismas obligaciones y prohibiciones de esta ley; los siguientes funcionarios:

 

1) […]
2) Quienes ocupen puestos de "técnicos" y "técnicos profesionales" en la Oficina de Presupuesto Nacional, la Tesorería Nacional, la Oficina Técnica Mecanizada del Ministerio de Hacienda, la Dirección General de Industrias del Ministerio de Industria, Energía y Minas y la Dirección General Forestal del Ministerio de Agricultura; asimismo, los servidores de la Dirección General de Servicio Civil que ocupen puestos de la serie técnico y profesional, los funcionarios de la Dirección General de Informática del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, los del Centro de Cómputo del Ministerio de Seguridad Pública y los funcionarios de la Dirección General de Tributación que gocen de este beneficio.

3) […]
4) […]
Para aplicar este artículo, los funcionarios "técnicos" citados en el numeral 2) anterior tendrán derecho al beneficio por prohibición, siempre y cuando reúnan los requisitos del puesto o cuenten con una combinación equivalente, a juicio de la Dirección General de Servicio Civil. Sin embargo, salvo los requisitos mayores, la compensación para los funcionarios que ocupen puestos de la serie "técnico y profesional", se hará de acuerdo con el requisito primario del puesto que desempeñen. 

[…]
(Así reformado por Ley N° 7896 del 30 de julio de 1999)
(NOTA: Sobre otros funcionarios a quienes, por diversas leyes, se les han otorgado los beneficios de la presente Ley, véanse las OBSERVACIONES).

“Artículo 2°- Corresponde al Ministerio de Hacienda bajo el control de la Dirección General de Servicio Civil, determinar los casos en que procede la aplicación del beneficio que se crea mediante la presente ley. Aquellos funcionarios a quienes se les otorgue el beneficio indicado anteriormente, no podrán ejercer de manera particular, a excepción de la docencia, actividades relativas al ejercicio de su profesión”. (la negrita es nuestra).
“Artículo 5.- Los beneficios dispuestos en los incisos a) y b) del artículo 1 de esta ley, se aplican a los funcionarios y empleados del Poder Ejecutivo referidos en el artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y a los egresados de programas de licenciatura, maestría o doctorado en Derecho, que estén cumpliendo tales funciones. Estos beneficios se aplicarán, igualmente, a los funcionarios que en el nivel de licenciatura o egresados, laboren para el Poder Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Registro Civil y la Contraloría General de la República. Tal compensación se calculará sobre el salario de base correspondiente a cada institución”.
(Así reformado por el artículo único de la ley N° 7896 del 30 de julio de 1999) 

(Los énfasis en negrita son nuestros).
Ley que Autoriza Poder Judicial a Reconocer Beneficios Nº 6451, del 01 de agosto de 1980 (Dedicación Exclusiva):

“Artículo 1º.- Autorízase a la Corte Suprema de Justicia para que, a solicitud del funcionario judicial -profesional o egresado cualquiera que sea la carrera universitaria-, reconozca los beneficios que establecen los incisos a) y b) del artículo 1º de la ley número 5867 del 15 de diciembre de 1975. Tal beneficio se otorgará cuando la Corte considere que el  cargo desempeñado impide ejercer la profesión o que el puesto requiere dedicación absoluta”.

”Artículo 2º.- El funcionario al que se le otorgue el beneficio, que establece el artículo anterior, quedará impedido para ejercer la profesión, en forma particular, o para desempeñar cargos en la empresa privada, la Administración Pública, instituciones autónomas o semiautónomas”. 
(la negrita es nuestra).
Reglamento del Régimen de Dedicación Exclusiva en el Poder Judicial:

“En sesión celebrada por la Corte Plena, el primero de junio de mil novecientos ochenta y siete, en su artículo XXXVI, se aprobó:

Artículo 1.—Se entenderá por «dedicación exclusiva», para los efectos del presente reglamento, la obligación que adquiere el profesional con el Poder Judicial, de no ejercer en forma particular ninguna profesión que ostente, con las excepciones que se establezcan en este reglamento y el compromiso de este Poder de retribuirle un porcentaje adicional sobre el salario base.

Artículo 2.—La Ley Nº 6451 del 1 de agosto de 1980 autoriza a la Corte Suprema de Justicia para que, a solicitud del funcionario judicial -profesional o egresado cualquiera que sea la carrera universitaria- reconozca los beneficios que establecen los incisos a) o b) del artículo 1° de la Ley Nº 5867 del 15 de diciembre de 1975. Tal compensación se otorgará cuando la Corte considere que el cargo desempeñado requiere de la «dedicación exclusiva». (la negrita es nuestra).
Artículo 3.—Para acogerse al régimen de «dedicación exclusiva», los servidores deberán cumplir con los siguientes requisitos

a)         Que estén ocupando un puesto de una clase para el que requiera la condición de egresado, o, el título de licenciado incorporado al colegio respectivo.

b)         Que sean egresados universitarios como mínimo.

c)         Que sean profesionales con el grado académico de Licenciatura.

d)      Que no estén recibiendo compensación por concepto de «prohibición» del ejercicio profesional y otros incentivos de similar naturaleza, a juicio de la Corte Plena.

e)         Que laboren a tiempo completo para el Poder Judicial.

f)          Que la naturaleza del trabajo que desempeña el funcionario esté acorde con el título profesional que ostenta.

g)         Que hayan firmado el contrato de «dedicación exclusiva».

Artículo 4.—Los funcionarios que se acojan al régimen de «dedicación exclusiva» podrán renunciar a los beneficios que el mismo otorgue, comunicándolo con dos meses de anticipación, pero no podrá firmar un nuevo contrato, antes de dos años de haber hecho tal renuncia, Si renunciaré por segunda vez, no podrá volver acogerse a tales beneficios.

Artículo 5.—Los beneficios del régimen de la «dedicación exclusiva» se suspenderán por parte de la Corte Plena en el momento que falte uno de los requisitos establecidos en el artículo 3° del Reglamento.

Artículo 6.—Se exceptúan de la «dedicación exclusiva», el ejercer la docencia en establecimientos de enseñanza de acuerdo con el artículo 9°, inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como el ejercicio profesional cuando se trate de intereses personales; los de su cónyuge, ascendientes y descendientes hasta tercer grado por consanguinidad; hermanos, suegros, yernos y cuñados, en cuyo caso, deberá comunicar por escrito al Jefe de la dependencia respectiva y al Jefe del Departamento de Personal.

Artículo 7.—Para que se conceda los beneficios de la «dedicación exclusiva» se requiere que la naturaleza del trabajo que desempeña el beneficiario esté acorde con el título profesional.

En los casos en que no se puede definir claramente tal relación, el comité podrá solicitar asesoría a la Dirección General de Servicio Civil”.

II. Antecedentes jurisprudenciales relacionados con la gestión:
Para los efectos de una mejor comprensión sobre los conceptos salariales de Prohibición y de Dedicación Exclusiva, valga rescatar lo señalado por la Sala Constitucional, mediante resolución Nº 2014-001190 del 10 de diciembre de 2014: 
“[…] V.- SOBRE EL PAGO DE LA PROHIBICIÓN: El recurrente expone en sus agravios, inconformidad con la sentencia del tribunal en el tanto negó el derecho al extremo de prohibición a los demandantes que ostentan la condición profesional de abogados. Estima que conforme a la sentencia de esta Sala n .º 376-2003, el solo nombramiento del funcionario en propiedad, y que ostente el título de bachiller universitario o licenciado, justifica el pago del rubro. El agravio debe denegarse. La Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 244 establece: “Aunque sean abogados, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República y de las municipalidades, salvo en sus propios negocios y en los de sus cónyuges, ascendientes o descendientes, hermanos, suegros, yernos y cuñados. Se exceptúan de la prohibición anterior los servidores del Poder Ejecutivo que presten servicios en los establecimientos oficiales de enseñanza y que no tengan ninguna otra incompatibilidad; lo mismo que los servidores judiciales interinos o suplentes, siempre que ese interinato no exceda de tres meses; los fiscales específicos; los munícipes y apoderados municipales; el Director de la Revista Judicial; los defensores públicos de medio tiempo y los que sean retribuidos por el sistema de honorarios y, en general, todos los servidores que no devenguen sueldo sino dietas” . En otras palabras, los abogados desde el mismo momento en que ingresan a laborar en propiedad para el Poder Judicial, o aquellos que obtienen esa condición profesional, ya siendo funcionarios judiciales, con independencia del puesto, tienen automáticamente prohibido el ejercicio de la profesión, salvo en los excepcionales casos que establece la norma. Ya esta Sala ha tenido oportunidad de referirse a la figura de la prohibición en innumerables ocasiones, y para claridad del asunto bajo estudio, se trae a colación el voto n .º 327-2012 de las 09:15 horas del 13 de abril de 2013, dentro del cual se señaló: “Esta Sala, de manera reitera ha dispuesto, que ese instituto supone una restricción al ejercicio profesional (véase artículos 56 y 74 de la Constitución Política), pues los funcionarios y funcionarias sujetos a ésta se encuentran imposibilitados en forma absoluta para el ejercicio de otros cargos públicos, así como para desempeñar, en la empresa privada, actividades relativas a los puestos que ocupan en la Administración Pública e inclusive ajenas a esos puestos, salvo las excepciones que la ley establezca en cada caso. Lo anterior es así, en tutela del interés público y con sustento en un alto contenido ético, tendiente a impedirle a quien desempeñe determinados puestos en la Administración Pública destinar su tiempo a otras actividades en el campo privado, pues con ello se podría afectar la necesaria intensidad en el cumplimiento de las actividades propias de la función, o bien, generarse una indeseable confusión, en los intereses de uno u otro campo (el privado y el público), lo que eventualmente supondría el sacrificio del interés público en beneficio del interés privado. Así, según se desprende de lo expuesto, la prohibición constituye una limitación a un derecho fundamental (la libertad de trabajo) y, por ende, su imposición es reserva de ley. Además, el reconocimiento de una compensación económica para retribuir esa restricción requiere, en forma adicional, que la norma creadora de la limitación (prohibición) u otra, prevea esa posibilidad (la retribución económica) (Sala Segunda, sentencias n°s 1056 de las 8:55 horas, del 19 de diciembre de 2008 y 231 de las 9:35 horas, del 20 de marzo de 2009). Jurisprudencialmente se ha considerado que esta institución jurídica opera automáticamente, es decir, no se encuentra dentro de las facultades del funcionario(a) solicitarla o renunciarla, ni tampoco puede la Administración otorgarla en forma discrecional. Es consubstancial a la relación de trabajo por disposición de la ley e inherente a la relación de servicio (entre muchos otros, los votos de la Sala Constitucional, n°s 1396 de las 14:31 horas, del 22 de marzo; 3370 de las 10:30 horas, del 5 de julio y 4494 de las 11:18 horas, del 30 de agosto, todas de 1996 y de la Sala Segunda, los n°s 171 de las 14:30 horas, del 3 de noviembre de 1989; 333 de las 10:30 horas, del 27 de octubre de 1999 y 141 de las 9:10 horas, del 26 de marzo de 2003). Históricamente en nuestro país algunos servidores y servidoras del sector público se han encontrado imposibilitados, en virtud del instituto de la prohibición, para el ejercicio profesional privado (a modo de ejemplo, véase entre muchos otros, los numerales 118 -antes 113- del Código de Normas y Procedimientos Tributarios; 9 y 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; artículo 34 de la Ley General de Control Interno y 14 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito), no obstante la compensación económica para retribuir esa prohibición surgió a partir de la promulgación de la Ley n° 5867 del 15 de diciembre de 1975. Posteriormente se emitieron una serie de leyes mediante las cuales se extendió el reconocimiento de esa retribución económica a la mayoría de funcionarios y funcionarias que tuviesen, en razón de sus cargos, una prohibición específica para el ejercicio de la profesión (véase entre muchas otras, las Leyes n°s 6008 del 9 de noviembre de 1976; 6222 del 2 de mayo de 1978; 6451 del 1 de agosto de 1980; 6999 del 3 de setiembre de 1985; 9097 del 18 de agosto de 1988; 6995 del 22 de julio de 1985; 6982 del 19 de diciembre de 1984; 7015 del 22 de noviembre de 1985; 7018 del 20 de diciembre de 1985; 7097 del 18 de agosto de 1988; 7111 del 12 de diciembre de 1988, 7108 del 8 de noviembre de 1988; 7333 del 5 de mayo de 1993; 7896 del 30 de julio de 1999, 8292 del 31 de julio de 2002 y 8422 del 6 de octubre de 2004” . En relación al tema que nos ocupa, 1a Ley n .º 5867 denominada, Ley de Compensación por Pago de Prohibición en el numeral 1, incisos a) y b) establece: “Artículo 1.- Para el personal de la Administración Tributaria que, en razón de sus cargos, se encuentre sujeto a la prohibición contenida en el artículo 118 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, excepto para los miembros del Tribunal Fiscal Administrativo, se establece la siguiente compensación económica sobre el salario base de la escala de sueldos de la Ley de Salarios de la Administración Pública: a) Un sesenta y cinco por ciento (65%) para los profesionales en el nivel de licenciatura u otro grado académico superior. b) Un cuarenta y cinco por ciento (45%) para los egresados de programas de licenciatura o maestría” . Esta misma ley, en su artículo 5 establece: “Los beneficios dispuestos en los incisos a) y b) del artículo 1 de esta ley, se aplican a los funcionarios y empleados del Poder Ejecutivo referidos en el artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y a los egresados de programas de licenciatura, maestría o doctorado en Derecho, que estén cumpliendo tales funciones. Estos beneficios se aplicarán, igualmente, a los funcionarios que en el nivel de licenciatura o egresados, laboren para el Poder Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, el Registro Civil y la Contraloría General de la República. Tal compensación se calculará sobre el salario de base correspondiente a cada institución” (lo resaltado y en cursiva no es del original). Es menester resaltar que, la prohibición conforme a la norma 244 citada, puede y debe pagarse en el tanto el puesto que ocupa el funcionario requiere del ejercicio de la profesión para el Poder Judicial, en este caso los abogados. Así es incuestionable que si el servidor ocupa un puesto de profesional con especialidad en derecho, el rubro de prohibición debe pagarse y así se hace sin necesidad de que el interesado solicite el pago […]”. (el énfasis en negrita no pertenece al texto original).
Asimismo, continúa señalando el Alto Tribunal:

“[…] VI.- SOBRE EL PAGO DE LA DEDICACIÓN EXCLUSIVA: Señala el recurrente que el ad quem confundió la figura de la dedicación exclusiva con la bonificación de exclusividad policial, pues aquel esta referido a la actividad policial propiamente dicha y no a la actividad profesional que los actores ejercen. Previamente, para la resolución de la litis, debe resaltarse la diferencia existente entre “dedicación exclusiva” y “prohibición”. Sobre las diferencias de estos institutos jurídicos, esta Sala, en los votos números 2002-00072, de las 10:20 horas del 27 de febrero de 2002, y 206-173 de las 09:20 horas del 30 de julio de 2003, citando el voto n .° 171, de las 14:30 horas del 3 de noviembre de 1989, indicó: “(...) II.- Debe hacerse la distinción entre las compensaciones económicas conocidas como prohibición y dedicación exclusiva. La primera, se formuló como una manera de retribuirle al trabajador, la imposibilidad que le dicta la ley, de ejercer su profesión, fuera del puesto desempeñado, por eso opera automáticamente y no está dentro de las facultades del empleado o funcionario solicitarla, ni el patrono tiene discrecionalidad para pagarla. La sola aceptación del puesto en propiedad, implica su pago… III.- La dedicación exclusiva, por el contrario, no tiene necesariamente como base de su otorgamiento la prohibición legal del ejercicio de la profesión, sino que resulta del acuerdo entre el patrono y el trabajador. El servidor público puede decidir si solicita que se le pague la compensación salarial por dedicarse exclusivamente a su puesto, y a su vez, el patrono en el ejercicio de su discrecionalidad, analizar si el cargo ocupado exige esa dedicación. Acordado su pago, el servidor no puede dedicarse a labores similares fuera de la institución. La dedicación exclusiva ha sido concedida en distintas instituciones públicas, sin una base legal específica, y su reglamentación se ha efectuado posteriorment e..." (la negrilla no es del original). Es evidente que el rubro conocido como dedicación exclusiva, surge de un acuerdo de voluntades entre la institución y el servidor, no puede imponerse ni exigirse, por ser de ejercicio discrecional, previo análisis del empleador, para determinar si el cargo que ocupa el funcionario, exige esa dedicación […]”.
III. Criterio legal:
El numeral 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial -N° 7333-, a criterio de esta Asesoría Jurídica, importa una doble regulación en cuanto al desempeño de las clases de puestos vigentes en nuestra Institución, al establecer, por una parte, la prohibición genérica o laboral para todas las personas servidoras de “Ejercer, fuera del Poder Judicial, la profesión –o profesiones- por la que fueron nombrados” y de todas maneras la restricción de “Desempeñar cualquier otro empleo público”, “aunque estén con licencia”, salvo las excepciones señaladas por Ley, y por su lado, como consecuencia económica por esa limitación, dispone el “derecho a recibir por ello, en los casos en que legalmente corresponda, pago por dedicación exclusiva o prohibición” (incisos 1 y 3).
De ahí que, la Compensación por el Pago de Prohibición surge como retribución en los casos donde la Ley misma dispone la afectación al Régimen de Prohibición, de modo que, al cumplirse los presupuestos legales o académicos –o ambos- establecidos para su procedencia, el otorgamiento resulta oficioso, según la proporción o porcentaje salarial dispuestos por la normativa determinada, sin que la Administración de Justicia pueda otorgarla en forma discrecional ni la persona servidora judicial renunciar a ella.
Lo anterior, a diferencia de la retribución por Dedicación Exclusiva, que por su naturaleza convencional, además de los requisitos establecidos para el desempeño de la clase en particular, es indispensable el cumplimiento de las formalidades definidas para su procedencia. Mismas que, conforme los numerales 1 y 2 de la Ley que Autoriza Poder Judicial a Reconocer Beneficios -Nº 6451-, en relación con los artículos 2 y 3 del Reglamento del Régimen de Dedicación Exclusiva en el Poder Judicial, la persona servidora judicial debe realizar la solicitud correspondiente y firmar el contrato de dedicación exclusiva, siempre que “[…] la Corte considere que el cargo desempeñado impide ejercer la profesión o que el puesto requiere dedicación absoluta”.
De ese modo, en concordancia con el mencionado numeral 9 de la Ley 7333, a la servidora o servidor judicial “[…] al que se le otorgue el beneficio, que establece el artículo anterior, quedará impedido para ejercer la profesión, en forma particular, o para desempeñar cargos en la empresa privada, la Administración Pública, instituciones autónomas o semiautónomas”. (Artículo 2 de la citada Ley N° 6451).
De forma tal que, “Para acogerse al régimen de «dedicación exclusiva», los servidores –y servidoras- deberán cumplir con los siguientes requisitos:
a)         Que estén ocupando un puesto de una clase para el que requiera la condición de egresado, o, el título de licenciado incorporado al colegio respectivo.

b)         Que sean egresados universitarios como mínimo.

c)         Que sean profesionales con el grado académico de Licenciatura.

d)      Que no estén recibiendo compensación por concepto de «prohibición» del ejercicio profesional y otros incentivos de similar naturaleza, a juicio de la Corte Plena.

e)         Que laboren a tiempo completo para el Poder Judicial.

f)          Que la naturaleza del trabajo que desempeña el funcionario esté acorde con el título profesional que ostenta.

g)         Que hayan firmado el contrato de «dedicación exclusiva»”.
(Artículo 3 del referido Reglamento del Régimen de Dedicación Exclusiva).
Así pues, la procedencia o no de la Compensación por Pago de Prohibición o bien de la retribución salarial por Dedicación Exclusiva, depende de las condiciones específicas de la Clase de Puesto que la persona servidora judicial desempeñe, de la disciplina o carreras universitarias para las que se encuentre autorizada, así como del grado o grados académicos que la persona servidora ostente al momento de su ejercicio profesional; por lo que, según los requisitos académicos y los factores de afectación de la clase en ejercicio, corresponde el otorgamiento de una u otra remuneración.

Lo anterior, tomando en consideración el Manual Descriptivo de Clases de Puestos Vigentes en el Poder Judicial, señalado por el artículo 1° de la Ley de Salarios del Poder Judicial N° 2422 –del 11 de agosto de 1959-, y entendido por el artículo siguiente ibídem, como “el conjunto de especificaciones en que se establecen los deberes y atribuciones de los diferentes cargos del Poder Judicial y los requisitos exigibles para quienes los desempeñen […]”, que contendrá, en los términos del artículo 14 del Estatuto del Servicio Judicial –Ley N° 5155 del 10 de enero de 1973-, “[…] una descripción completa y sucinta, hecha a base de investigación por el mismo Departamento, de las atribuciones, deberes y requisitos mínimos de cada clase de puestos a que se refiere esta ley, con el fin de que sirva como norma para la preparación de pruebas y determinación de salarios”.
Ahora bien, en cuanto a la consulta que nos ocupa, sobre cuál estipendio se debe otorgar en los casos donde las clases angostas establezcan requisitos académicos alternos para su desempeño, es criterio de esta Asesoría Jurídica que, primeramente se debe analizar si la clase en particular o la condición académica de la persona servidora judicial –o ambas- se encuentran cubiertas por la Compensación de Prohibición, de manera que, al existir esa doble posibilidad de pago, sea Prohibición o Dedicación Exclusiva, debe privar la primera de ellas, en virtud de que la naturaleza jurídica de afectación al Régimen de Prohibición, impone su procedencia automática.
Así por ejemplo, en los casos donde la clase disponga la ambivalencia académica de Licenciatura en Administración o bien de Licenciatura en Derecho, para el desempeño de determinado puesto, se debe otorgar, previo el cumplimiento de las formalidades establecidas, la retribución de Dedicación Exclusiva en el supuesto de que la persona servidora judicial ostente la primera condición académica, o bien, oficiosamente el pago de Prohibición, en caso de que la persona servidora posea el grado de Licenciatura en Derecho.

Disciplina esta última que requiere de la debida incorporación al colegio profesional para su ejercicio, pues de conformidad con los numerales 6 y 7 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica N° 13 –del 28 de octubre de 1941-, “Ante las autoridades de la República, sólo tendrán el carácter de abogados los que estuvieren inscritos en el Colegio”, por lo que, “Las funciones públicas, para las cuales la ley exige la calidad de abogado, sólo podrán ser desempeñadas por los miembros del Colegio”.

De esa manera, en términos salariales, al disponer el artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial –N° 7333-, que: “Aunque sean abogados, no podrán ejercer la profesión los servidores propietarios de los Poderes Ejecutivo y Judicial […]”, el Régimen de Prohibición aplica a las personas servidoras judiciales que ocupen puestos con requisito en Derecho, que posean esa condición académica con el grado mínimo de Licenciatura, y que se encuentren debidamente incorporados al colegio profesional respectivo.
De lo contrario, en caso de que la clase poli disciplinaria disponga entre los requisitos académicos el grado de Bachiller en Derecho, y que el servidor o servidora posea esa condición, corresponde la retribución por Dedicación Exclusiva en el porcentaje respectivo. Lo mismo, para los casos en que la persona servidora ocupe un cargo con requisito de Bachiller en Derecho –entre otros- y la persona posea la condición de abogado o abogada.
Es decir, en los casos donde la clase poli disciplinaria disponga como requisito académico el grado de Bachiller en Derecho, se debe otorgar, previo el cumplimiento de las formalidades establecidas, lo correspondiente a la Dedicación Exclusiva, en el porcentaje respectivo, pues de conformidad con el artículo 1 incisos a) y b) y 5 de la Ley N° 5867, la Compensación por Pago de Prohibición en el Poder Judicial solo aplica, en un 65% a las personas profesionales en grado de Licenciatura u otro grado académico superior o en un 45% a las personas egresadas de los programas de licenciatura o maestría, siempre que la clase de puesto así lo exija, o bien, en el porcentaje que la Ley establezca para determinados puestos o profesiones.

Por último, valga señalar que la procedencia de la Compensación por Pago de Prohibición o bien de la retribución salarial por Dedicación Exclusiva, así como las limitaciones o prohibiciones laborales analizadas, son aplicables tanto a las personas propietarias como a las interinas, en virtud del principio de igualdad en el tratamiento de las personas servidoras judiciales, establecido en el artículo 47 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 7333, al señalar que:
“[…] quienes laboran en el Poder Judicial se denominan, en general, "servidores". Sin embargo, cuando esta Ley se refiere a "funcionarios que administran justicia" ha de entenderse por tales a los magistrados y jueces; el término "funcionarios" alude a los que, fuera de los antes mencionados, tengan atribuciones, potestades y responsabilidades propias, determinadas en esta Ley y por "empleados", a todas las demás personas que desempeñen puestos, remunerados por el sistema de sueldos.

Las prohibiciones establecidas en esta ley se aplicarán tanto a los servidores judiciales nombrados en propiedad como a los interinos, salvo disposición legal en contrario […]”.
Razón por lo que, según sean las condiciones específicas de cada caso en particular, corresponderá una u otra remuneración.

IV. Conclusión

Por las anteriores consideraciones, es criterio de esta Dirección Jurídica que, en los casos donde las clases angostas establezcan como posibilidad para el ejercicio de determinado puesto, una diversidad de disciplinas, corresponde el otorgamiento oficioso de la Compensación por Pago de Prohibición, con su porcentaje respectivo, siempre que dentro de los requisitos de la clase se encuentre el grado académico de Licenciatura en Derecho -con su debida incorporación al colegio profesional-, y que la persona servidora judicial ostente esa condición profesional –de abogado o abogada-, de manera que se cumpla con lo establecido, en términos salariales, por el numeral 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial o bien, lo dispuesto por la normativa determinada para la afectación automática de determinadas clases o profesiones –o ambas- al Régimen de Prohibición.

Lo anterior, con la excepción analizada sobre las clases poli disciplinarias con requisito académico de Bachiller en Derecho. Caso contrario, se deberá analizar cada caso en particular para otorgar, previo el cumplimiento de las formalidades establecidas, lo correspondiente al pago por Dedicación Exclusiva, en la proporción o porcentaje salarial respectivo, siempre que “[…] la Corte considere que el cargo desempeñado impide ejercer la profesión o que el puesto requiere dedicación absoluta”.
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